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DERECHO A LA VIDA EN CONDICIONES DIGNAS / TRASLADO DE DOCENTE QUE AFECTA LA UNIDAD FAMILIAR. “[C]ontrario al argumento de la entidad accionada, que con el hecho de disponer el traslado de la señora LYPH no se afecta el derecho al trabajo de los demás docentes o directivos docentes del Departamento de Risaralda -en total de 2.300-, por cuanto es claro que solo un número reducido de ellos -105-, equivalente al 8.9% de la totalidad de la planta de personal elevaron similar petición, y de éstos solo a 35, es decir, el 9.1% le fue aprobado, por lo que de habérsele concedido dicho traslado a la misma en nada incidía en los derechos de los demás educadores de esta comprensión territorial, quienes al igual cuentan con muchas oportunidades para acudir a tal figura. Es evidente que la enfermedad que padece el señor padre de la señora LYPH, la que como se dijo es catastrófica, aunado al hecho de que su abuelo tiene algo más de 81 años -nació en marzo 01 de 1936-, debieron ser circunstancias a analizar no solo por la Secretaría de Educación, sino igualmente por el juez constitucional, con miras a proteger los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas y a la unidad familiar que le asiste a la accionante. El a quo esgrimió que fue la misma tutelante la que eligió aceptar un cargo en Andes (Ant.), distante de Pereira y por ende del lugar donde se encuentran radicados sus familiares; empero, ello no es argumento suficiente para pregonar que ningún derecho fundamental se ha vulnerado, en tanto la Secretaría de Educación debió verificar con especial énfasis la situación por ella vivida, aun por encima de muchos otros educadores que al parecer no tenían ningún requerimiento que los hiciera merecedores a ese traslado, como se aprecia en el acta respectiva, en tanto obtuvieron un puntaje de cero y muy a pesar de ello fueron favorecidos con el movimiento a otras instituciones educativas, solo por el hecho de pertenecer a la planta de docentes de la entidad territorial. (…) Considera entonces la Corporación que con la negativa de la Secretaría de Educación de Risaralda de conceder el traslado a LYPH,  se le ocasiona un perjuicio irremediable, ya que al estar lejos de sus únicos parientes genera un estado de desasosiego en la accionante al no poder brindar la compañía, el apoyo y los cuidados que su tanto su padre como su abuelo requieren, en especial el primero a raíz de la enfermedad ruinosa que padece, razones que conllevan a predicar que en efecto el traslado de la misma de Andes (Ant.) al Departamento de Risaralda se hace necesario, y a consecuencia de ello se amparará el derecho reclamado y ello comporta la revocatoria de la providencia adoptada por el a quo.”.
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Magistrado Ponente
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Pereira, nueve (09) de mayo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                 Acta de Aprobación N° 412
                                                 Hora: 7:50 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por  la señora LYPH, por intermedio de apoderado, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta capital, con  ocasión  de  la  acción de tutela presentada en contra de la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora LYPH, se pueden sintetizar así: (i) desde julio 24 de 2015 labora como profesora en la Institución Educativa Juan de Dios Uribe de Andes (Ant.), y fue nombrada en propiedad en mayo 23 de 2016 por la Secretaría de Educación de Antioquia como docente de secundaria en el área de humanidades lengua castellana; (ii) es hija única, cabeza de familia, y su núcleo solo está compuesto por su padre RP, quien padece de insuficiencia renal crónica, y su abuelo RP de 81 años que le impide valerse por sí mismo; (iii) pese a la enfermedad de su padre y el deterioro de la salud de su abuelo, le fue difícil tomar la decisión de irse a trabajar a Andes (Ant.), pero lo hizo en busca de estabilidad y mejor futuro, por lo cual viaja cada 8 días desde allí en moto y por cinco horas hasta Pereira para estar al cuidado de ambos adultos, al no contar con ningún otro familiar; (iv) luego de su nombramiento solicitó información a la Oficina Jurídica de la Gobernación de Antioquia para su traslado a Pereira, pero se le indicó que debía esperar un año luego de ser nombrada en propiedad y cumplir una permanencia de 3 años en la institución educativa, además que la encargada de proporcionar la plaza era la oficina jurídica de Risaralda; (v) en octubre de 2016 ingresó al concurso convocado para ello, donde además de la documentación pertinente allegó una petición por cumplir los requisitos de ley, salvo el de 3 años en la institución, lo cual no es óbice para negarle lo pedido a raíz de su condición, máxime que en la convocatoria no se contempla la permanencia como exigencia; (vi) en noviembre 15 de 2016 la Secretaría de Educación de Risaralda le respondió el derecho de petición señalándole que las decisiones emitidas las debía consultar en la página web; (vii) al fijarse la lista de elegibles para traslado se percató que no apareció relacionada, pero a muchos otros sí se les concedió pese a tener un puntaje inferior al suyo, con lo cual y en su sentir, su caso no fue estudiado; (viii) su situación laboral afecta su unidad familiar al no poder estar al cuidado de sus ascendientes, lo que pone en riesgo la vida de éstos, quienes no tienen familiar diferente a ella para su atención, además de poner en peligro la suya al tener que hacer dichos desplazamientos; y (iv) lo decidido por la Gobernación es arbitrario pues no se dieron a la tarea de analizar su caso, sin tener en cuenta la salud de sus dos únicos familiares, lo que sí hicieron con otras personas que tuvieron una calificación inferior a la suya.
Pide por lo anterior, se tutelen sus derechos  a la vida digna, salud y unidad familiar; y, en consecuencia, se ordene a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda que haga uso del mecanismo de traslado para ocupar una plaza docente en Pereira o cualquier otro municipio cercano.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela se descorrió la misma a la Secretaría de Educación Departamental del Risaralda, cuya titular dio respuesta de la siguiente manera: (i) aunque la accionante se inscribió en la convocatoria para traslados, por circunstancias de disminución de matrícula no se tuvo en cuenta las solicitudes de otras entidades territoriales certificadas en educación; (ii) la planta de profesores y directivos docentes se encuentra soportada en una matrícula de 51.000 estudiantes y a la fecha, según el Sistema Integrado de Matrícula -SIMAT- solo hay 37.571, por lo cual no se ha efectuado ningún traslado de otros departamentos para los 12 municipios no certificados; (iii) no se han vulnerado derechos fundamentales, pues la actora no labora para esta comprensión territorial y no se entiende por qué quiere ser trasferida para el Corregimiento de Irra en Quinchía, ubicado a más de dos horas de Pereira, para atender a su padre, cuando pudo aplicar para la ciudad de Pereira o Dosquebradas, que se hallan certificadas en educación desde el año 2002; (iv) el Departamento de Antioquia no permite ninguna clase de traslado de profesores o directivos docentes que tengan menos de tres años en dicha entidad, por lo tanto no  sería autorizada por este último, ya que la actora solo lleva 2 años en esa región; (v) la tutela para traslado de funcionarios públicos solo procede como mecanismo transitorio, cuando se considera que aquellas son arbitrarias y violatorias de derechos fundamentales de la peticionaria o su núcleo familiar, lo cual acá no se demostró, y por ende no se han vulnerado los mismos; (vi) la acción constitucional solo deviene al no existir otro medio de defensa judicial y por ende se torna improcedente para definir la controversia suscitada, máxime que no demostró que se afecte su mínimo vital, o esté ad portas de ocasionársele un perjuicio irremediable, y (viii) pide no se acceda a lo reclamado por la demandante.

3.2- Agotado el trámite a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en la que negó el amparo pedido al estimarlo improcedente pues su objetivo es el de controvertir un acto administrativo, entre otras consideraciones.

3.3.- Arrimada la actuación a esta Corporación, por auto de marzo 2 de 2017 se decretó la nulidad de lo actuado para que se integrara en debida forma el contradictorio, y en consecuencia el a quo mediante decisión de marzo 13 de 2017 procedió a vincular a la Secretaría de Educación de Antioquia y a las personas que componen el listado de docentes y directivos docentes seleccionados en el plan anual de traslados 2016 de la Secretaría de Educación de Risaralda.

3.4.- De la Dirección Jurídica de  la Secretaría de Educación de Antioquia, se informa lo siguiente: (i) revisada la planta de cargos se encontró que la accionante es profesora con nombramiento en propiedad desde julio 24 de 2015 en la Institución Educativa Juan de Dios Uribe de Andes, Antioquia; (ii) hace alusión a lo reglado en el artículo 2°, parágrafo 2° del Decreto 520 de febrero de 2010 relacionado con el movimiento de educadores entre entidades territoriales certificadas en educación; (iii) en este caso lo que pretende la señora LYPH es el traslado para Risaralda y todo depende exclusivamente de la decisión de la autoridad educativa de esa jurisdicción, frente a lo cual el Departamento de Antioquia es incidental, es decir, como Secretaría de Educación están prestos a conceder lo solicitado por la actora, pero todo depende de la entidad receptora.

3.5.- No obstante haberse puesto en conocimiento de los demás interesados el auto admisorio, por medio de la página web de la Secretaría de Educación del Risaralda, ninguno de los docentes o directivos docentes vinculados al plan anual de traslados 2016, se pronunció en el trámite.
3.6.- El Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira en sentencia de abril 6 de 2017, negó por improcedente la acción constitucional, al considerar que la misma tiene por objeto controvertir un acto administrativo, con lo cual se desconoce el carácter subsidiario y residual de la tutela, en tanto el legislador ha previsto mecanismos específicos para dirimir esta clase de asuntos y aunque en el presente caso se observa una limitación frente al derecho de la unidad familiar, ello no puede endilgarse a la accionada, pues fue la demandante quien dejó a su familia para laborar en Andes (Ant.); igualmente, la entidad cuenta con total discrecionalidad a la hora de resolver una solicitud de traslado de un educador de acuerdo a los criterios que estime relevantes, por lo que no se advierte que con la decisión de la Secretaría de excluirla del listado de docentes que podían acceder a un traslado, se le hayan vulnerado derechos fundamentales.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la providencia adoptada, la accionante le confirió poder a un abogado para que la represente en este asunto, quien allegó un escrito en el que manifiesta que impugna la decisión, sin sustento alguno.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto negó el amparo solicitado por la señora LYPH. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

No obstante la ausencia de argumentación del abogado de la recurrente, de quien se esperaba al menos que soportara el disenso frente al fallo emitido, por tratarse ésta de una acción sumaria, ello no es óbice para adelantar un estudio de la actuación, por lo cual se entiende que su inconformidad es frente a la totalidad de lo decidido por el a quo.

En este asunto se observa que el señor LYPH concurre ante el juez constitucional con el fin de buscar la salvaguarda de los derechos que estima quebrantados por la Secretaría de Educación de la Gobernación de Risaralda, por cuanto no fue tenida en cuenta para el traslado como docente del municipio de Andes (Ant.) a esta comprensión territorial.

En relación con el traslado de docentes del sector público, la Corte Constitucional ha reiterado en múltiples sentencias
 que la tutela no es el mecanismo procedente para exigir tal pretensión, pues el legislador ha previsto diferentes medios de defensa, como son las acciones laborales o la acción de nulidad y restablecimiento del derecho estatuidas como medios idóneos para formular esa clase de reclamos.

Sin embargo, aunque lo dicho anteriormente es la regla general, ésta no es absoluta, y la misma Alta Corporación ha reconocido algunos eventos en los cuales la tutela se torna procedente para solicitar traslados, como cuando el juez constitucional encuentre acreditada “una amenaza o violación grave e irremediable a los derechos fundamentales del trabajador o de su núcleo familiar”

Igualmente, la Corte Constitucional estableció las condiciones que deben ser evaluadas cuando se va a determinar la procedencia del amparo constitucional frente a esa clase de pretensiones y, así, emitir un pronunciamiento de fondo. Ellas son: 

“(i) que la decisión sea ostensiblemente arbitraria, en el sentido que haya sido adoptada sin consultar en forma adecuada y coherente las circunstancias particulares del trabajador, e implique una desmejora de sus condiciones de trabajo
; y 

(ii) que afecte en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar 
.”

Así mismo, la Corte Constitucional dejó en claro que un traslado docente no es una facultad exclusiva del empleador, pues este también está relacionado con las necesidades específicas del educador. Al respecto, se dijo en la sentencia T-065 de 2007 lo siguiente:

“La figura del traslado no está prevista únicamente como una herramienta del empleador -público o privado- para ajustar su planta de personal a los requerimientos que imponen las necesidades del servicio. Para la Corte, el traslado también comporta un derecho de los trabajadores íntimamente relacionado con otros derechos como la vida, la dignidad, la integridad personal y el libre desarrollo de la personalidad, en la medida que el mismo puede ser solicitado por éstos para garantizar su seguridad o sus condiciones de salud, e, igualmente, como un medio idóneo para implementar autónomamente sus proyectos de vida a nivel personal o familiar. En este sentido, la discrecionalidad de la administración no sólo debe consultar los límites establecidos expresamente por la legislación, sino que debe procurar la realización de los derechos fundamentales de los docentes conforme a los mandatos previstos en la Constitución Política”.

En efecto, para regular las peticiones de traslado de los docentes, el Gobierno Nacional, por intermedio del Ministerio de Educación Nacional, emitió el Decreto 1075 de mayo 26 de 2015
 donde se estableció un proceso ordinario de traslado y en el parágrafo 2° del artículo 2.4.5.1.2. se indica que “Los traslados entre departamentos, distritos o municipios certificados, solicitados por docentes o directivos docentes, se tramitarán por el proceso dispuesto en este artículo y requieren adicionalmente convenio interadministrativo entre las entidades territoriales remisora y receptora, en el cual se convendrán entre otros aspectos las fechas de efectividad del traslado y de producción de efectos y responsabilidades fiscales […]”.

De la información aportada por la Secretaría de Educación de Risaralda, se aprecia que de conformidad con dicha normativa, se adelantó la convocatoria para el traslado ordinario de docentes y directivos docentes año 2016, al cual se inscribió la accionante LYPH, así como 105 personas más, quienes aspiraban a ser trasladas a las 360 plazas para educadores del nivel preescolar, primaria, secundaria y docentes orientadores o a las 23 plazas de directivos docentes, todas en diferentes municipios de esta entidad territorial, para un total de 383. 
De la información que suministró la actora, se observa que con fundamento en la convocatoria elevada, se inscribió a ésta para propender por su traslado del municipio de Andes (Ant.) a uno del Departamento de Risaralda, y el fundamento de ello lo hizo consistir en el grave estado de salud que ostenta en la actualidad su señor padre RPO
, así como la avanzada edad de su abuelo RPP -81 años- lo que le impide valerse por sí mismo, siendo ella la única familiar que tienen. Es comprensible por tanto, que la reubicación de su sitio de trabajo a la cual accedió para buscar un mejor futuro y una estabilidad laboral, le impide estar al cuidado de sus dos únicos familiares, dado que su núcleo familiar está reducido a ellos únicamente.

En sentencia T-815 de 2003 la Corte Constitucional refirió que: 
“cuando los docentes, sus hijos, o algún otro miembro de la familia padecen quebrantos de salud, ya sea a nivel físico o mental, que evidencien la necesidad de un cambio de sede o de jornada como en este caso, no sólo para la (sic) lograr la recuperación  del docente, sino también para alcanzar la mejoría física y emocional que demanden quienes depende del docente, es deber de la administración, y llegado el caso del juez constitucional, dar un trato diferencial positivo, garantizando con ello los derechos al trabajo en condiciones dignas y justas, y a la salud en conexidad con la vida. Esta jurisprudencia ha ido acompasada de ciertos condicionamientos operativos y presupuestales de la administración pública, como la ausencia de vacantes o la carencia de recursos. En estos casos, a menos que se demuestre fehacientemente la impostergabilidad del traslado o la reubicación, la medida consistirá en una orden de atención prioritaria a la persona, una vez exista la vacante o se  apropien recursos para el efecto.” –Subrayas del despacho-
De igual forma, refirió la Corte en esa decisión que: 

“La angustia que produce la imposibilidad de acompañar y apoyar a un ser querido en el trance de una enfermedad catastrófica es una situación que hace indigna la existencia de un ser humano, pues no le permite disfrutar de una adecuada calidad de vida, situación esta que además dificulta el desarrollo del papel como individuo que cada mujer y hombre tiene dentro de la sociedad.

En el caso concreto, se observa como la situación de angustia permanente que asegura sufrir la accionante por su alejada ubicación laboral la cual no le permite estar al cuidado de su señora madre, lesiona el derecho a la vida en condiciones dignas de la señora Sandra Patricia Baeza Benavides, toda vez que resulta acorde con la naturaleza humana sentir preocupación y zozobra al no poder brindar la compañía y  los cuidados necesarios a una madre enferma, máxime cuando la accionante es el único apoyo de su señora madre, y cuando dicho estado de angustia puede ser atenuado con un traslado laboral.

En este asunto, lo que se sabe es que la Secretaría de Educación de Risaralda, pese a la convocatoria elevada a la generalidad de los profesores -no solo a los del Departamento de Risaralda-, que pretendieran ingresar en el Plan Anual de Traslados, no hizo ninguna advertencia a aquellos que de otras entidades territoriales se inscribieron, en el sentido que no serían tenidos en cuenta por la disminución de matrícula, como así lo plasmaron en el acta donde se concedió lo pedido solo a 32 docentes y 3 directivos docentes, quienes en su sentir, cumplieron requisitos.

Y fue precisamente en dicha acta y no en la convocatoria, como ley del proceso, donde se plasmaron los criterios para definir quienes saldrían favorecidos con el traslado
, a la vez que se determinó que no se tendrían en consideración para el estudio las peticiones que indiquen, entre otras
, la siguiente situación: “las solicitudes de otras entidades territoriales, teniendo en cuenta la disminución de matrícula que se presenta en el Departamento de Risaralda”. Esto último fue lo que motivo a la Secretaría de Educación, como así se señaló en sede de tutela, a no acceder a la petición de la señora LYPH, toda vez que aunque la planta de personal docente y directivos docentes en el departamento se encuentra soportada en una matrícula de 51.000 estudiantes, según el reporte del Sistema Integrado de Matrícula -SIMAT-, a la fecha solo existen 37.751 estudiantes matriculados, por lo que no se ha realizado movimiento de otras territoriales para los doce municipios no certificados en educación; así mismo, por cuanto se debe garantizar el derecho al trabajo de los más de 2.300 educadores y directivos nombrados en propiedad y provisionalidad en esta entidad territorial.

Para la Sala, la petición de traslado de la docente LYPH, era viable, por cuanto la solicitud en que radica y por lo cual se le otorgó un puntaje de 35.10, le abría la posibilidad de obtener su traslado a Risaralda, a la institución educativa por ella escogida. Y no obstante que uno de los soportes de la Secretaría de Educación para negar su inclusión en el Plan de Traslados de 2016 lo fue la disminución de la matrícula de estudiantes, obsérvese que aunque fueron ofertadas 360 plazas de docentes, tan solo 32 fueron escogidos para ocupar las mismas, lo que a simple vista implica que al menos 328 plazas aún están pendientes de ser proveídas por personas en carrera administrativa, como aquella en que se halla la señora LYPH quien fue nombrada como profesora del nivel secundaria en propiedad, en el Grado 2, Nivel Salarial A del Escalafón docente, a partir de enero 4 de 2016, con especialidad en Español y Literatura, lo que seguramente la motivó a pedir su traslado al corregimiento de Irra, donde existe una vacante de tal asignatura y que no ha sido proveída.
Tal situación conlleva predicar, contrario al argumento de la entidad accionada, que con el hecho de disponer el traslado de la señora LYPH no se afecta el derecho al trabajo de los demás docentes o directivos docentes del Departamento de Risaralda -en total de 2.300-, por cuanto es claro que solo un número reducido de ellos -105-, equivalente al 8.9% de la totalidad de la planta de personal elevaron similar petición, y de éstos solo a 35, es decir, el 9.1% le fue aprobado, por lo que de habérsele concedido dicho traslado a la misma en nada incidía en los derechos de los demás educadores de esta comprensión territorial, quienes al igual cuentan con muchas oportunidades para acudir a tal figura.
Es evidente que la enfermedad que padece el señor padre de la señora LYPH, la que como se dijo es catastrófica, aunado al hecho de que su abuelo tiene algo más de 81 años -nació en marzo 01 de 1936-, debieron ser circunstancias a analizar no solo por la Secretaría de Educación, sino igualmente por el juez constitucional, con miras a proteger los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas y a la unidad familiar que le asiste a la accionante.
El a quo esgrimió que fue la misma tutelante la que eligió aceptar un cargo en Andes (Ant.), distante de Pereira y por ende del lugar donde se encuentran radicados sus familiares; empero, ello no es argumento suficiente para pregonar que ningún derecho fundamental se ha vulnerado, en tanto la Secretaría de Educación debió verificar con especial énfasis la situación por ella vivida, aun por encima de muchos otros educadores que al parecer no tenían ningún requerimiento que los hiciera merecedores a ese traslado, como se aprecia en el acta respectiva, en tanto obtuvieron un puntaje de cero y muy a pesar de ello fueron favorecidos con el movimiento a otras instituciones educativas, solo por el hecho de pertenecer a la planta de docentes de la entidad territorial.
Lo que acá se percibe, es que a raíz de la patología del padre de la accionante, catalogada como catastrófica y la avanzada edad de su abuelo, quienes valga reiterar son sus dos únicos familiares y por ende es ella la encargada de velar por su sostenimiento, cuidado y su único apoyo emocional y económico
, eran circunstancias que debían ser tenidas en cuenta de manera positiva para el estudio de la solicitud de traslado, aunque desafortunadamente en este caso ello no tuvo ocurrencia, pese a que la ubicación laboral que actualmente ostenta no le permite atender a sus ascendientes en estos momentos de dificultad.

Tal situación, en sentir de la Sala, afecta la vida en condiciones dignas de la docente LYPH, al no poder estar cerca de su núcleo familiar, lo cual pudo perfectamente haber sido conjurado por la demandada, pues al tener total autonomía para resolver lo pedido la debió aplicar a favor de la profesora, lo cual no hizo, y no obstante que en la decisión el a quo indicó que “la situación que se pone de presente para efectos de solicitar el traslado es trascendente”, lo que por supuesto ameritaba un análisis más profundo, se prefirió hacer enfatizó en el  marco de discrecionalidad que posee la entidad, cuando se evidencia que existen derechos de rango fundamental que han sido trasgredidos.
Considera entonces la Corporación que con la negativa de la Secretaría de Educación de Risaralda de conceder el traslado a LYPH,  se le ocasiona un perjuicio irremediable, ya que al estar lejos de sus únicos parientes genera un estado de desasosiego en la accionante al no poder brindar la compañía, el apoyo y los cuidados que su tanto su padre como su abuelo requieren, en especial el primero a raíz de la enfermedad ruinosa que padece, razones que conllevan a predicar que en efecto el traslado de la misma de Andes (Ant.) al Departamento de Risaralda se hace necesario, y a consecuencia de ello se amparará el derecho reclamado y ello comporta la revocatoria de la providencia adoptada por el a quo.

Resta indicar obviamente, que para que ese movimiento se pueda presentar, tal y como lo refiere la Ley 1075 de 2015, se requiere un convenio administrativo entre las respectivas entidades territoriales -Secretarías de Educación de Risaralda y Antioquia-, y de la información que en sede de tutela se entregó por parte de la Dirección Jurídica de ésta última, se entiende que estarán prestos a conceder lo solicitado por la accionante, sin condicionamiento alguno, máxime que la decisión de esta Sala es la de disponer la transferencia.

Ahora bien, como quiera que el traslado de docentes por medio de la acción constitucional puede generar tensión entre derechos del educador y los de la entidad territorial para organizar su planta de personal y de contera la adecuada prestación del servicio educativo, con miras a aliviar dicha tensión y  proteger los derechos fundamentales del trabajador, la Corte Constitucional estableció que: “salvo que se demuestre fehacientemente la impostergabilidad del traslado o la reubicación, la medida consistirá en una orden de atención prioritaria a la persona, una vez exista la vacante o se  apropien recursos para el efecto”
.

Situación que de todas formas no es problemática en el caso objeto de estudio, si en cuenta se tiene que aquí sí existe la posibilidad por parte de la Secretaría de Educación de Risaralda de ubicar a la señora  LYPH en aquel municipio para el cual pidió traslado -al parecer el corregimiento de Irra de Quinchía (Rda.)- o en el evento de haber sido provisto en propiedad, en aquel municipio donde se oferte la materia de Humanidades y Lengua Castellana en la cual es licenciada y donde no se haya vinculado educador en propiedad
.

En consecuencia, se ordenará a la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente sentencia, emita un acto administrativo por medio del cual se acepte el traslado de la docente LYPH a la institución con sede en el Departamento de Risaralda elegida por la accionante al inscribirse al proceso ordinario de traslados del año 2016 -al parecer la del corregimiento de Irra de Quinchía (Rda.)-, o en caso de haber sido ya provisto, en alguno de los otros municipios donde se haya ofertado la vacante para el área de Humanidades y Lengua Castellana, el cual estará supeditado al convenio interadministrativo que para tal efecto deberá rubricar con su homólogo de Antioquia.

De igual forma se ordenará a las Secretarías de Educación del Departamento de Risaralda y de Antioquia, que dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de esta sentencia suscriban convenio interadministrativo mediante el cual se garantice el traslado de la señora LYPH del Instituto Educativo Juan de Dios Uribe de Andes (Ant.) al centro docente respectivo del Departamento de Risaralda, en atención a los parámetros ya aludidos. En todo caso entre la fecha de la acción constitucional y aquella en la cual la accionante firme el acta de nombramiento y posesión como profesora de la institución para el cual sea trasladada, no deberá transcurrir un término mayor de diez (10) días.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA
PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida en abril 6 de 2017 dentro del presente trámite constitucional, por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, de conformidad con las razones esbozadas en el cuerpo motivo de este fallo. 

SEGUNDO: SE TUTELA el derecho fundamental de la vida en condiciones dignas del que es titular la señora LYPH.

TERCERO: SE ORDENA a la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, procedan a emitir un acto administrativo por medio del cual se acepte el traslado de la docente LYPH a la institución educativa elegida por la misma al momento de inscribirse al proceso ordinario de traslados del año 2016 -al parecer la del corregimiento de Irra de Quinchía (Rda.)-, o en caso de haber sido ya provisto, en alguno de los otros municipios donde se haya ofertado la vacante para el área de Humanidades y Lengua Castellana, el cual estará supeditado al convenio interadministrativo que para tal efecto se debe suscribir con su homólogo del Departamento de Antioquia.

CUARTO: SE ORDENA a las Secretarías de Educación del Departamento de Risaralda y de Antioquia, que dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del presente fallo suscriban el convenio interadministrativo mediante el cual se disponga el traslado efectivo de la profesora LYPH del Instituto Educativo Juan de Dios Uribe de Andes (Ant.) al centro docente respectivo del Departamento de Risaralda, en atención a los parámetros ya aludidos.

QUINTO: SE ADVIERTE que en todo caso, entre la fecha de la acción constitucional y aquella en la cual la actora firme el acta de nombramiento y posesión como profesora del centro docente para el cual sea trasladada a órdenes del Departamento de Risaralda, no deberá transcurrir un término superior a diez (10) días hábiles.

SEXTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-247 de 2012, entre otras.  


� Véase entre otras, las Sentencias T-1107 de 2007, T-468 de 2002, T-346 de 2001.


� Consultar, entre otras, las Sentencias T-715 de 1996 y T-288 de 1998.


� Sentencia T-065 de 2007 M.P. Rodrigo Escobar Gil. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-280 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo,  Sentencia T-029 del 28 de 2010, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, Sentencia T-922 de 2008, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, Sentencia T-435 de 2008, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, entre otras.


� Decreto Único Reglamentario del Sector Educación.


� Padece insuficiencia renal crónica, la cual es considerara como una enfermedad catastrófica o ruinosa. Al respecto puede consultarse la Sentencia T-421 de 2015.


� (i) que labore en el mismo Municipio, donde solicite el traslado; (ii) obtención de reconocimientos, premios o estímulos por la gestión pedagógica; (iii) tiempo de servicio prestado para el Departamento de Risaralda como docente o directivo docente; (iv) tiempo de servicio prestado en la última institución educativa donde se encuentra ubicado, y (v) necesidades de reubicación laboral del docente o directivo docente a otro municipio, por razones de salud de su cónyuge o compañero (a) permanente, padres e hijos discapacitados o hijos menores con enfermedades graves o incurables.


� (i) las solicitudes donde relacionaron sedes que no están en la oferta de plazas; (ii) las solicitudes que no hayan diligenciado la casilla del establecimiento educativo, y (iii) las solicitudes presentadas extemporáneamente.


� No obstante que el señor RP devenga una pensión del salario mínimo, ella no le es suficiente para atender los medicamentos y necesidades que tienen, como lo aduce la accionante.


� T-815/03, T-922/08, entre otras.


� Al dar una lectura de  las plazas disponibles contenido en la Convocatoria 1531, se observa que dicha materia fue ofertada en los siguientes municipios: Apía, Belén de Umbría, Guática, La Celia,  La Virginia, Mistrató, Quinchía y Santa Rosa de Cabal. Para esta última localidad se aprobó uno de los traslados en Lengua Castellana.
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